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CIRCULAR N° 34-2023

DE:	Licda. Adriana Esquivel Sanabria
              	Jefa a.í, Departamento de Proveeduría 

PARA:	Administradores de Centros de Responsabilidad, Centros Gestores y personas usuarias en general que ejecutan compras.

ASUNTO:	Aplicación de la figura de contrato adicional con base en el art. 209 del Reglamento a la Ley de Contratación administrativa, Ley 7494.

FECHA:	03 de marzo de 2023 

Estimados compañeros (as) encargados (as) de ejecutar adquisiciones, se les informa que conforme una consulta legal realizada recientemente a la Dirección Jurídica institucional y a la Dirección de Contratación Pública del Ministerio de Hacienda, referente a la posibilidad de darle continuidad a la aplicación del artículo 209 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa (Ley 7494) para aquellos trámites que se hayan iniciado con esa normativa, se determina una vez analizados los criterios emitidos que:

1- El TRANSITORIO I de la nueva Ley General de Contratación Pública establece que: “Los procedimientos de contratación y contratos iniciados, antes de la vigencia de esta ley, se concluirán conforme a las disposiciones vigentes en el momento de adoptarse la decisión inicial del concurso.”

2- Que conforme lo informado por la Dirección de Contratación Pública del Ministerio de Hacienda, mediante oficio  MH-DCoP-OF-0087-2023, esa dependencia mantiene el criterio emitido mediante el oficio DGABCA-0404-2022, en el que concluyó: “Respecto a lo señalado anteriormente, de acaecer la fecha de vigencia de la Ley N°9986, sea el 1 de diciembre, y de existir un contrato aun en ejecución tramitado al amparo de la Ley hoy vigente, no podría tramitarse un contrato adicional al amparo de la Ley N°7494, posteriormente a dicha fecha dado que al considerarse el contrato adicional como un contrato nuevo, le aplicaría por esa condición, la nueva Ley; procediendo tramitar el procedimiento de contratación pública al amparo de estas nuevas regulaciones.” 

3- Que además esa Dirección determina que artículo 129 de la Ley General de Contratación Pública establece que: “La Dirección de Contratación Pública del Ministerio de Hacienda fungirá como órgano ejecutor de la Autoridad de Contratación Pública en las funciones que le fueron asignadas en el artículo anterior, con capacidad técnica consultiva en materia de contratación pública, la cual será vinculante para la Administración central. En caso de que la Administración descentralizada consulte a la Dirección para separarse del criterio deberá emitir acto motivado”. Por tanto, al no ser el Poder Judicial parte de la Administración Central no le es vinculante el oficio emitido por la Dirección de Contratación Pública del Ministerio de Hacienda.

4- Partiendo de lo anterior, se nos informa que, en aquellos casos en los que consultando a esa Dirección el Poder Judicial decida separarse del criterio vertido, deberá emitir un acto motivado que respalde dicha decisión.
Por tanto, se les hace saber que considerando los alcances del oficio mencionado y partiendo del criterio N° 17-DJ/CAD-2023 emitido por la Dirección Jurídica, que en lo que interesa indica:

“…Por lo anterior, en el criterio de esta asesoría jurídica, los procedimientos de contratación administrativa iniciados con anterioridad al 1° de diciembre de 2022 (entiéndase que su decisión inicial fue adoptada del 30 de noviembre de 2022 inclusive, hacia atrás), pueden ser tanto modificados (disminuidos o aumentados, según artículo 208 RLCA), como adicionados (art. 209 RLCA), conforme a las disposiciones y requisitos de los artículos 12 y 12 bis de la Ley de Contratación Administrativa, así como de los numerales 208 y 209 del Reglamento a la Ley de Contratación, respectivamente; máxime si esos procedimientos de contratación fueron adjudicados con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva legislación, pues, el acto final (como acto administrativo por excelencia en los procedimientos de contratación) con sus determinadas especificaciones (que originan la relación contractual entre las partes) fueron adoptados bajo las regulaciones integrales de la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento, por lo que, en concordancia con lo establecido en el Transitorio I de la nueva Ley General de Contratación Pública, los procedimientos de contratación y los contratos iniciados con anterioridad a la nueva legislación, se concluirán conforme a las disposiciones normativas vigentes en el momento de su adopción.
Visto de otra manera, tanto las ampliaciones o disminuciones (según el artículo 12 de la LCA y el numeral 208 del RLCA) como las eventuales adiciones contractuales (según el artículo 209 de la LCA y el numeral 12 bis del RLCA) pueden constituir, respectivamente, la modificación de un contrato o bien, la formalización de un contrato adicional derivado de su original y del mismo procedimiento, en los casos que sea necesario, como manifestación de la voluntad administrativa de acceder al objeto contractual, conforme a las regulaciones establecidas para cada caso y dentro de las regulaciones de la respectiva relación contractual, dada la necesidad de satisfacer el interés público con esa herramienta (contrato adicional para un mismo procedimiento realizado); sin embargo, esas modificaciones o adiciones contractuales son accesorias al procedimiento de contratación pública que constituye la base o el eje principal de las relaciones contractuales vigentes, tramitado bajo la norma vigente en el momento; sea, es ejemplo vivo del principio aludido líneas atrás “tempus regit actum”. En ese sentido, se considera de interés señalar que, el referido artículo 12 bis de la LCA y el numeral 209 del RLCA prevén una extensión adicional de la vigencia de la relación contractual de hasta seis meses adicionales, o en su defecto, hasta un 50 % del objeto de que se trate, que permite a la Administración, dentro de los seis meses posteriores al vencimiento del contrato de origen, obtener suministros o servicios adicionales de igual naturaleza, sin que sea necesario recurrir a la tramitación de un nuevo procedimiento de contratación pública; siempre que, desde luego, concurran los demás elementos y requisitos de adición contractual establecidos en la normativa que rige su procedencia…”

Se determina que, en adelante será posible aplicar la figura del contrato adicional en todos aquellos procesos que se hayan iniciado bajo la normativa anterior (ley 7494), lo anterior en el entendido de que se cumpla con lo siguiente, al momento de la gestión de la solicitud del trámite:

· Que se verifique y documente en la gestión que se realice el cumplimiento de todo lo establecido en el artículo 209 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, a saber:  

a. La aplicación de este contrato adicional solo será posible si la Administración requiere suministros o servicios adicionales de igual naturaleza que los contratados originalmente.
b. Solo se podrá aplicar para obtener suministros o servicios del mismo contratista adjudicado inicialmente, además, debe mediar siempre una aceptación expresa de este para proceder.
c. El nuevo contrato que se requiere aplicar debe concluirse sobre las bases del precedente, no es posible establecer nuevas condiciones.
d. Deben mantenerse los precios y condiciones con base en los cuales se ejecutaron las     obligaciones anteriores, sin embargo, sí es posible que el contratista mejore las condiciones iniciales.
e. Que el monto del nuevo contrato no sea mayor al 50% del contrato anterior, contemplando los reajustes o revisiones y modificaciones operadas. Cuando el objeto del contrato original esté compuesto por líneas independientes, el 50% se calculará sobre el objeto y estimación general del contrato y no sobre el monto o cantidad de alguna línea en particular. 
f. En los contratos de objeto continuado el 50% se considerará sobre el plazo originalmente convenido sin considerar las prórrogas y no sobre el monto del contrato.
g. Para poder aplicar esta posibilidad no deben de haber transcurrido más de seis meses desde la recepción provisional del objeto. Cuando la recepción provisional del objeto coincida con la definitiva, el plazo comenzará a contar a partir de esta fecha. En contratos con plazos de entrega diferidos, contará a partir de la última entrega de bienes.
Se excluyen del cómputo de este plazo la ejecución de prestaciones subsidiarias de la principal, como el plazo de garantía sobre bienes o servicios de soporte y mantenimiento derivado del principal.
h. Partiendo del punto anterior, los contratos adicionales que se requieran aplicar y que hayan tenido como trámite precedente un proceso de escasa cuantía deberán remitirse a trámite al menos con dos meses de anticipación al vencimiento del término de los 6 meses establecido en el punto g.
i. En caso de que el contrato precedente se haya tramitado mediante una licitación abreviada, pública, o una contratación por excepción, se requiere que la gestión del contrato adicional se remita al menos con 3 meses de anticipación al vencimiento del plazo de los 6 meses definido en el punto g.
j. Además, se debe considerar que es requisito indispensable que en el contrato precedente no se hubiera incurrido en ningún incumplimiento grave.
k. Por otra parte, se debe tener presente que la sumatoria del contrato precedente y del nuevo podrá exceder el límite económico del tipo de procedimiento originalmente utilizado. 
l. Se debe recordar que esta modalidad no es aplicable a contratos de obra pública.

· Que adicionalmente, será indispensable y obligatorio para poder aplicarlo que como parte de la gestión del contrato adicional se desarrolle una motivación amplia que justifique la necesidad de utilizar el contrato adicional, que además detalle y explique las razones que provocan que se opte por esta alternativa en lugar de aplicar un procedimiento con base en la nueva normativa, así como la afectación que esto tendría en la continuidad del servicio institucional si no se procede en esos términos; dicho acto motivado debe incorporarse a la gestión que se remita y deberá constar debidamente suscrito por la jefatura de la Unidad solicitante o por quien este delegue.

· La gestión debe remitirse al Depto de Proveeduría o a la Administración Regional según corresponda, vía requisición por medio de SIGAPJ para aquellas contrataciones que no hayan generado un contrato de servicio continuado.

· Para el caso de las contrataciones que correspondan a servicios continuados el trámite se debe realizar únicamente ante el Depto de Proveeduría vía correo electrónico a la cuenta oficial: Recepción de Documentos-Proveeduría Judicial, además deberá adjuntarse a la gestión la certificación de contenido respectiva que respalda el gasto para el plazo que se requiere ampliar.
En caso de dudas, pueden comunicarse con la MBA. Yurly Arguello Araya, vía teams, o al correo electrónico yarguello@Poder-Judicial.go.cr .
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